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Auto de segunda instancia

Procesado: William Callejas Grisales 

Delito: Extorsión agravada en grado de tentativa y otro 

Radicado: 66001 60000 35 2013 04396
Asunto: Confirma decisión 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente. 

El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
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Proceso: 



Penal – Confirma negativa del permiso de 72 horas
Radicación Nro. :
  
 66001 60000 35 2013 04396
Procesado: 

 WILLIAM CALLEJAS GRISALES
Magistrado Sustanciador: 
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Tema: 


DELITO EXCLUIDO DEL BENEFICIO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS PARA AUSENTARSE TEMPORALMENTE DEL ESTABLECIMIENTO DE RECLUSIÓN. [E]sta Sala considera que como el señor William Callejas Grisales fue condenado por el delito de extorsión agravada en grado de tentativa, el beneficio reclamado no es procedente concedérselo si se tiene en cuenta lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006 que consagra lo relativo a exclusión de beneficios y subrogados (…).
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P.  JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinte (20) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)
Proyecto aprobado por Acta No. 982
Hora: 3:15 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Corporación  desatar el recuso de apelación interpuesto por el abogado Marino López Vélez, defensor del señor William Callejas Grisales en contra del proveído mediante el cual el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad negó la concesión del permiso administrativo de setenta y dos (72) horas al sentenciado.
2. ANTECEDENTES

2.1.  El 26 de marzo de 2015 el señor William Callejas Grisales fue condenado, junto con otra persona, por el Juzgado 2º Penal Municipal con funciones de conocimiento de esta ciudad a la pena principal de treinta y nueve (39) meses de prisión al hallarlo responsable del delito de extorsión agravada en grado de tentativa en concurso homogéneo con circunstancias de mayor punibilidad, negándosele el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por expresa prohibición del artículo 26 de la ley 1121 de 2006 (Fls. 1-16). 
2.2.  La vigilancia de la condena impuesta correspondió por reparto al Juzgado 4º  de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad (Fl. 17). 
2.3.  El señor William Callejas Grisales el 9 de diciembre de 2015 presentó ante la oficina jurídica del centro penitenciario de Pereira, donde se encuentra recluido, solicitud tendiente a que se iniciara el trámite requerido para que le fuera  concedido el permiso administrativo de 72 horas (folio 20). Al respecto, el Director del EPMSC de Pereira radicó el 8 de abril de 2016 al Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de esta ciudad el oficio donde se da traslado de la  petición del señor Callejas Grisales (Fl. 19) junto con los documentos para el reconocimiento del permiso mencionado (Fls. 20-37). 
3. LA DECISIÓN IMPUGNADA
3.1. El Juez de primera instancia mediante auto del 24 de febrero de 2016 no aprobó el permiso solicitado por expresa prohibición legal, lo cual fundamentó en lo dispuesto en el artículo 68 A del Código Penal modificado por el artículo 32 de  la Ley 1709 de 2014, que señala la exclusión de los beneficios y subrogados penales para las personas que sean condenadas por los delitos que aparecen allí relacionados, entre los cuales aparece el de extorsión, por el cual fue sentenciado el señor Callejas Grisales  (Fls. 38 y 39).
4. EL RECURSO

4.1. Inconforme con la Decisión antes aludida, el abogado Marino López Vélez interpuso recurso de apelación el 27 de abril de 2016, manifestando que el juez ejecutor para negar el beneficio de las 72 horas a su defendido únicamente transcribió el artículo 68 A modificado por la Ley 1709 de 2014 y luego conluyó:

“LA PROHIBICION LEGAL ESTABLECIDA POR LA LEY 1709 DE 1914 ES DE VIGENCIA POSTERIOR RAZON POR LA CUAL DEBE TENERSE EN CUENTA AL MOMENTO DE APROBAR O NO ESTE TIPO DE BENEFICIOS” (Sic)”.
Por lo tanto, consideró que tal aseveración arrasa con el principio de legalidad dela pena de vigencia en todo estado social de derecho, de reconocimiento legal, constitucional y jurisprudencial en nuestro ordenamiento jurídico.

Por lo anterior, solicitó que se revoque el auto motivo de alzada y se concede a su defendido el derecho que le asiste (Fls. 41 y 42).
4.  CONSIDERACIONES DE LA SALA
4.1. Sea lo primero advertir que corresponde al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad garantizar la legalidad del cumplimiento de la pena y que se de la pena y que se lleve a cabo precisamente al comprobar el cumplimiento efectivo de ciertas condiciones -artículo 147 de la Ley 65 de 1993-, para determinar si la persona a favor de quien se solicita el beneficio es acreedor del mismo. La importancia de la atribución jurisdiccional en lo que se refiere a la verificación de su legalidad, permite que el juez pueda identificar el acatamiento de tales requisitos, por lo que su proceder se enmarca en la normativa vigente.

El artículo 146 de la ley 65/93 los contempla de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

Particularmente, el beneficio administrativo hasta de 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 del citado estatuto, el cual dispone:

“ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos: 

1. Estar en la fase de mediana seguridad. 

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta. 

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial. 

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria. 

5. Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados. 

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina. 

Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género”. 

4.2. Ahora bien, esta Sala considera que como el señor William Callejas Grisales fue condenado por el delito de extorsión agravada en grado de tentativa, el beneficio reclamado no es procedente concedérselo si se tiene en cuenta lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006 que consagra lo relativo a exclusión de beneficios y subrogados, de la siguiente manera:

“Exclusión de beneficios y subrogados.  Cuando se trate de delitos de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos no procederán las rebajas de pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión condicional de la ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea eficaz.”  (Subrayas fuera del texto original)
4.2.1. Sobre la prohibición expresa de concesión de subrogados y beneficios para los ilícitos de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, la Corte Constitucional al declarar la exequibilidad de la norma citada sostuvo lo siguiente:

“…Así las cosas, con base en los precedentes jurisprudenciales se tiene que en materia de concesión de beneficios penales, (i) el legislador cuenta con amplio margen de configuración normativa, en tanto que manifestación de su competencia para fijar la política criminal del Estado; (ii) con todo, la concesión o negación de beneficios penales no puede desconocer el derecho a la igualdad; (iii) se ajustan, prima facie, a la Constitución medidas legislativas mediante las cuales se restringe la concesión de beneficios penales en casos de delitos considerados particularmente graves para la sociedad; (iv) el Estado colombiano ha asumido compromisos internacionales en materia de combate contra el terrorismo, razón de más para que el legislador limite la concesión de beneficios penales en la materia…”
(…)  “…Finalmente, la Corte precisa que el legislador goza de un amplio margen de configuración normativa al momento de diseñar el proceso penal, y por ende, de conceder o negar determinados beneficios o subrogados penales. Lo anterior por cuanto no existen criterios objetivos que le permitan al juez constitucional determinar qué comportamiento delictual merece un tratamiento punitivo, o incluso penitenciario, más severo que otro, decisión que, en un Estado Social y Democrático de Derecho, pertenece al legislador quien, atendiendo a consideraciones ético-políticas y de oportunidad, determinará las penas a imponer y la manera de ejecutarlas
. En efecto, el legislador puede establecer, merced a un amplio margen de configuración, sobre cuáles delitos permite qué tipo de beneficios penales y sobre cuáles no. Dentro de esos criterios, los más importantes son: (i) el análisis de la gravedad del delito y (ii) la naturaleza propia del diseño de las políticas criminales, cuyo sentido incluye razones políticas de las cuales no puede apropiarse el juez constitucional…” 
“… bajo esta lógica, sin tener por qué afectar, comprometer o desconocer los presupuestos sustanciales y adjetivos concebidos a favor de todos los imputados, con la exclusión de los beneficios y subrogados penales lo que se busca es evitar que resulte nugatorio, desproporcionado o irrisorio, el reproche social impuesto para los delitos más graves y de mayor impacto social como el terrorismo, el secuestro, la extorsión y sus conexos; que, como se dijo, quebrantan en forma significativa los valores de gran relevancia individual y colectiva, desestabilizando incluso el propio orden institucional. (…)”.

4.3. En torno a  este mismo aspecto, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia expuso:

“…Evidentemente, lo pretendido fue impedir que en adelante, las personas condenadas por los delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, pudieran ser favorecidas con cualquier tipo de descuento, rebaja o subrogado penal, dada la gravedad de las conductas punibles, independientemente del sistema procesal en el que fuera aplicada. 

Realmente, se advierte que para crear la norma, el legislador tuvo en cuenta los efectos de la sentencia proferida por esta Corporación, resolviendo reproducir la prohibición que había sido declarada insubsistente, teniendo en cuenta que resultaba necesario sancionar una categoría específica de delitos pues la Corte había inhabilitado la posibilidad para que ella operara. Es claro entonces que, la prohibición tiene un carácter netamente sustantivo y en nada afecta las normas de naturaleza adjetiva.
Ahora bien, en contra de la posición de la Corte, sería posible afirmar que la norma no guarda identidad temática con el objeto que inspiró la ley –prevención, detección, investigación y sanción de la financiación del terrorismo- o, que la omisión relativa a la que se hizo alusión genera la idea de una inequitativa aplicación de la ley, pero ese es un asunto ajeno a la competencia de esta Corporación, pues es bien sabido que el control propio de constitucionalidad de las leyes corresponde a la Corte Constitucional, lo que significa que mientras la norma esté vigente en el ordenamiento jurídico, no será posible inadvertirla, máxime cuando tampoco se observa la necesidad de dar aplicación a la excepción de inconstitucionalidad, prevista en el artículo 4º de la Constitución Política pues no se advierte que en el caso concreto, de manera ostensible se contraríe un precepto superior.

En todo caso, para la Sala es nítido que por razones de política criminal bien era posible que el legislador restringiera ciertas garantías procesales generales de un grupo de la población delincuencial específico, siempre que no limitara el núcleo esencial de los derechos fundamentales ciudadanos.

Una consideración contraria a la afirmada implicaría el desconocimiento del principio de libertad de configuración legislativa.  En este punto, pertinente resulta recordar que, restricciones legislativas como la que nos ocupa, han sido adoptadas en otras oportunidades por el legislador, acudiendo a razones de política criminal…” 

4.4.  De acuerdo a lo anterior, esa Sala considera que el Juez 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para negar al señor Callejas Grisales el beneficio administrativo de las 72 horas contemplado en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993, no debió referirse a lo dispuesto en el artículo 68 A modificado por el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014 que establece la exclusión de los beneficios y subrogados a quienes hayan sido condenados por delitos dolosos, entre ellos  el de la extorsión, toda vez que los hechos por los cuales fue sentenciado el señor Callejas Grisales datan del 15 de septiembre de 2013 y si bien el juez de primer grado concluyó que en este asunto en concreto, tal beneficio administrativo no se podía conceder por expresa prohibición legal, debió haber insistido que tal proscripción encuentra su fundamento en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006, tal como fue analizado por esta Colegiatura en el presente proveído.

4.5.  De todos modos, esta Sala encuentra que en el recurso interpuesto por el defensor del señor Callejas Grisales se hace un planteamiento acertado sobre la imposibilidad de aplicar retroactivamente las disposiciones del artículo 68 A del C.P., modificado por el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, pero al estar vigente la prohibición establecida en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006,  se advierte que no había lugar a conceder el permiso solicitado, por lo cual, por razones diferentes a las consideradas por el A quo,  se confirmará su decisión.

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el auto interlocutorio proferido por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la aprobación del beneficio administrativo de las 72 horas solicitado a favor del sentenciado William Callejas Grisales.
SEGUNDO: ORDENAR la devolución de la actuación al juzgado de origen para que continúe con la ejecución de la sentencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Cfr Ver al respecto, L.A. Hart, Punishment and Responsability, Oxford, 1968 y Lopera M, G, Principio de proporcionalidad y ley penal, Madrid, 2006, p. 144.


� Sentencia C-073 de 2010.


� Sentencia del 29 de julio de 2008. Rad. 29788. M.P. Augusto J. Ibáñez Guzmán.
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